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Resumen

Desde una perspectiva normativa, en esta presentación evalúo los objeti-
vos principales que han guiado y dado forma a dos programas de empleo
de tipo workfare implementados recientemente en Argentina y Uruguay.
Dichos programas son, en primer lugar, el plan de “Jefes y Jefas de hogar”
puesto en práctica en Argentina desde 2001; y, en segundo lugar, el pro-
grama de “Trabajo por Uruguay” introducido en ese país desde finales de
2005. Mi objetivo principal consiste en mostrar en qué medida este tipo
de arreglos institucionales de emergencia pueden violentar o favorecer
algunos principios de justicia distributiva normativamente deseables. En
este sentido, discutiré algunos aspectos potencialmente decisivos a la hora
de evaluar el alcance igualitarista e inclusivo de esta clase de medidas
redistributivas.

Promesas cumplidas e incumplidas de los
programas de empleo de tipo workfare1

Un análisis con aplicación a las experien-
cias recientes de Argentina y Uruguay

Cristian Pérez Muñoz*

1 Este trabajo debe mucho a mi investigación (2005- 2006) ¿Por qué los gobiernos de izquierda no
implementan políticas de empleo e ingresos incondicionales? El caso de Argentina, Brasil, Chile y
Uruguay. CLACSO – ASDI. Programas de becas Junior.

* Instituto de Ciencia Política, Universidad de la República, Uruguay

Luis Beccaria y Roxana Maurizio

Cuadro No. 5
Probabilidad de salir de la pobreza - Hogares pobres en t. Mayo 1991 - Mayo 2003

Fuente: Estimaciones propias en base a EPH - INDEC

P (no pobre en t+1, P (evento) P (no pobre en
evento) t / evento)

(1) = (2) * (3) (2) (3)
A. Exclusivamente ingresos laborales 20,14% 38,60%

Evento 1 5,17% 9,47% 54,55%
Evento 2 4,84% 11,09% 43,67%
Evento 3 1,45% 4,70% 30,74%
Evento 4 4,90% 8,32% 58,88%
Evento 5 3,79% 5,02% 75,43%

B. Exclusivamente ingresos no laborales
Evento 6 5,56% 12,29% 45,20%

C. Ingresos laborales y no laborales
Evento 7 3,31% 4,77% 69,49%

D. Exclusivamente demográficos
Evento 8 0.57% 2.74% 20.80%

E. Comb. demográfico y de ingresos
Evento 9 1.97% 2.73% 72.11%

F. Demog. con impacto en ingresos laborales
Evento 10 0.02% 0.06% 31.15%

G. Demog.  con impacto en ingresos no laborales
Evento 11 0.04% 0.14% 31.55%

Eventos no clasificados 1.84% 3.88% 47.33%
Total con evento 33.44% 65.20%



mativas. En otras palabras, es difícil detectar posiciones encontradas en
términos de valores, que enfrenten partes que consideren a este tipo de
medidas como moralmente justas o injustas. ¿Deben ser los programas de
trabajo tipo workfare ampliamente aceptados como programas justos,
equitativos? Las medidas de emergencia social implementadas última-
mente en América Latina se asemejan a algunos de los programas bienes-
taristas implementados durante los últimos años en países como Estados
Unidos o Gran Bretaña4. Esto es, programas de transferencias monetarias
de corte condicional y focalizado, acompañados por programas de traba-
jo a cambio de beneficios bienestaristas (workfare). A pesar de ello, en los
países desarrollados no sólo han existido sectores apoyando la reforma,
sino también otros que han manifestado un fuerte rechazo hacia ella. Pero
quienes rechazan estas medidas, no sólo lo hacen sobre la base de criterios
de eficiencia y eficacia en las asignaciones, sino también basándose en cri-
terios de justicia distributiva. La pregunta evidente, entonces, radica en si
esas mismas objeciones normativas cobran sentido en un contexto tan
diferente como el presentado por países como Argentina y Uruguay. 

Tomando en cuenta esto, mi objetivo principal en este trabajo es mos-
trar en qué medida esta discusión normativa es relevante para el diseño y
evaluación de las políticas redistributivas implementadas en países en vías
de desarrollo. En este sentido, presentaré algunas conjeturas (no puedo
decir que sean otra cosa) sobre el alcance igualitarista e inclusivo de este
tipo de políticas redistributivas. Esto supone el traslado de las críticas nor-
mativas más significativas hacia los programas tipo workfare realizadas en
los países desarrollados para evaluar nuestros programas5. 

La presentación se divide de la siguiente forma. En primer lugar, pre-
sento las características principales de los programas implementados en
Argentina y Uruguay. En segundo lugar, repaso algunas de las objeciones
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Introducción

En 2001 y 2002, Argentina y Uruguay vivieron respectivamente una de
las mayores crisis de su historia. Problemas políticos, económicos y socia-
les tuvieron su punto más alto durante esos años. En el caso de Argentina,
los altos niveles de conflictividad social, agravados por la profunda crisis,
requirieron una respuesta inmediata por parte del gobierno. Es en este
contexto que se puso en práctica el plan de “Jefas y Jefas de hogar deso-
cupados” (PJJHD), un programa de transferencias monetaria2 para de-
sempleados con hijos dependientes tipo workfare3. Este programa se con-
virtió en el eje central de las políticas sociales en Argentina, alcanzando
una cobertura de poco más de 2 millones de beneficiarios, de los 15
millones de pobres del país (Rodríguez, 2007: 2). 

En Uruguay, por su parte, los programas de atención a los problemas
de emergencia social fueron ejecutados tres años después del estallido de
la crisis. Fue el gobierno de Tabaré Vázquez en 2005, el que implementó
un “Plan Nacional de Atención a la Emergencia Social” (PANES). Dicho
plan, con pretensiones integrales, supuso una serie de medidas y progra-
mas para atender a los sectores más desfavorecidos de la sociedad. 

Para ambos casos, existen actualmente diferentes evaluaciones técnicas
que procuran mostrar los impactos que este tipo de medida ha tenido en
los dos países. Sin embargo, más allá de este tipo de evaluaciones de orden
técnico, es importante formularnos algunas preguntas decisivas para ana-
lizar cabalmente el alcance de estas medidas distributivas. ¿Por qué apos-
tar a este tipo de programas? ¿Existen otras alternativas viables y desea-
bles? Curiosamente, cuando se revisan las discusiones en torno al diseño
de este tipo de programas, es posible encontrar fácilmente desacuerdos so-
bre los modos de implementación, los tiempos de ejecución y cuestiones
esencialmente técnicas. Sin embargo, es difícil encontrar objeciones nor-
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4 Una revisión de estas reformas se puede encontrar en: Beem y Mead, 2005; King, 1999; White,
2003. 

5 Naturalmente aquí se presenta un problema considerable. A diferencia de los países desarrolla-
dos, para el caso de Argentina y Uruguay no contamos con suficientes datos que nos permitan
testear efectivamente muchas de las objeciones planteadas en términos de impacto del progra-
ma. Si bien existe cierta disponibilidad de datos para el caso argentino, debido a la proximidad
temporal de las medidas implementadas en Uruguay, aún no se cuenta con datos suficientes para
realizar una evaluación adecuada.

2 El monto de las transferencias fue de unos $150 pesos argentinos mensuales ($50 dólares, apro-
ximadamente).

3 Las políticas de workfare pueden ser definidas como aquellas políticas sociales que obligan a sus
beneficiarios a realizar ciertos trabajos en retorno por la asistencia recibida. Por lo general, el
salario recibido por esos trabajos es menor a los salarios promedios del mercado laboral
(Standing, 2002:174). 



lando que algunos inscriptos se incorporaban al plan sin cumplir con las
condiciones necesarias. Por otro lado, se argumenta que el programa fue
exitoso en su principal cometido: la reducción de la pobreza extrema y el
altísimo nivel de desempleo ocasionado por la crisis (Galasso y Ravallion,
2003). Más allá de estas evaluaciones contradictorias, existe cierto acuer-
do acerca de que, si bien el plan funcionó de un modo imperfecto, éste
colaboró en buena forma para superar los problemas de emergencia social
generados por la crisis. 
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principales a los programas tipo workfare. Finalmente, realizo algunas
observaciones sobre estos programas a la luz de los argumentos discutidos
en la primera parte. 

Medidas redistributivas ante la emergencia
social en Argentina y Uruguay PJJHD

Como mencioné anteriormente, el programa PJJHD surgió como una res-
puesta frente a los graves problemas socioeconómicos que padeció Argen-
tina luego de la crisis del año 2001. A pocos meses de su comienzo, el plan
contaba con más de 500 000 beneficiarios, cifra que se duplicó al poco tiem-
po. PJJHD no solo fue una medida rápida frente a la crisis económica del
país, sino además una medida frente a los altos niveles de conflictividad so-
cial que dificultaban su gobernabilidad (Golbert, 2004:8). Precisamente, al-
gunos autores sostienen que este programa fue eficiente para mejorar la go-
bernabilidad, aunque, una vez que se superaron las primeras etapas de la cri-
sis, el plan contó con menos respaldo (Golbert, 2004:8). 

Los objetivos principales del programa consisten en brindar ayuda
económica a los jefes de hogar con dependientes que se encuentren de-
sempleados y sin acceso a ingresos. Así, se focaliza en los sectores menos
favorecidos de la sociedad, imponiendo una serie de condiciones de acce-
so para los potenciales beneficiarios. Básicamente, “Jefes y Jefas de Hogar”
funciona como un programa tipo workfare clásico, en donde la provisión
de beneficios bienestaristas está sujeta a la realización de tareas como con-
trapartida. De la misma forma que el resto de los programas analizados,
“Jefes y Jefas” requiere del cumplimiento de una serie de condiciones por
parte de sus beneficiarios: 1) Concurrencia escolar de los hijos y control
sanitario. 2) Incorporación de los beneficiarios al sistema de educación
formal. 3) Participación de los beneficiarios en cursos de capacitación pa-
ra mejorar sus habilidades frente a la posibilidad de reincorporarse al mer-
cado formal de trabajo. 4) La realización de tareas, incorporándose en
proyectos productivos o servicios comunitarios. 

Las opiniones sobre el éxito del programa son encontradas. Por un
lado, los críticos denunciaron la existencia de fraudes y corrupción, seña-
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Cuadro No. 1
Características principales de PJJHD

Transferencia de dinero condicional al trabajo de los beneficiarios.

El Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social como responsa-
ble de la administración, coordinación y monitoreo del Programa. No
obstante, la implementación del programa es descentralizada y se efec-
túa mediante los Municipios y los Consejos Consultivos que reúnen
a los representantes de los trabajadores, los empresarios, organizacio-
nes sociales y del gobierno local. El programa además cuenta con el
apoyo técnico y monetario del Banco Mundial.

2002

Programa de transferencia de dinero condicional al trabajo o capaci-
tación del beneficiario.

El programa fue desarrollado como una rápida respuesta a la crisis
macroeconómica y financiera de 2001. El objetivo principal es brindar
una ayuda económica a los jefes de hogar desocupados, asegurando así:
(1) La concurrencia escolar de los hijos y el control de salud de los mis-
mos. (2) La incorporación de los beneficiarios a la educación formal. (3)
La participación de los beneficiarios en cursos de capacitación que mejo-
ren su reinserción laboral. (4) La incorporación de los beneficiarios en
proyectos productivos o en servicios de impacto en el ámbito laboral. 

US$ 50 por mes, en forma directa e individual.

Jefes de familia menores de sesenta, con hijos menores de 18 o disca-
pacitados. La condición supone que los participantes deben proveer
30 horas de servicio comunitario, o realizar actividades de capacita-
ción, concurrir a centros educativos o trabajar para una empresa pri-
vada por seis meses.

Tipo de programa

Agencias involucradas

Año de comienzo

Descripción del programa

Objetivo del programa

Transferencias

Focalización



social llevada adelante por esta agencia es el “Plan de Atención Nacional
a la Emergencia Social” (PANES). Este plan tiene un carácter transitorio,
previendo su finalización en el año 2007. Se divide en diferentes compo-
nentes, que buscan atender y desarrollar diferentes tipos de capacidades
en diversos estratos de la población, según sus necesidades específicas. 

Uno de los componentes principales del PANES es el programa “Tra-
bajo Por Uruguay” (TPU). En el marco de este programa de empleo tran-
sitorio que se complementa con actividades de capacitación obligatoria,
entre el año 2005 y el año 2006, se crearon 10 746 cupos laborales
(MIDES, 2007)6. Las tareas realizadas por los beneficiarios del programa
son variadas. Por ejemplo, en 438 escuelas se realizaron trabajos de jardi-
nería, limpieza, arreglo de mobiliario en 53 policlínicas y 18 hospitales;
veredas, pinturas de rejas, espacios verdes y desmalezamiento de 135 km.
de vías férreas. Junto con los Municipios departamentales, se llevaron a
cabo trabajos de caminería de parques, arreglos de plazas, cementerios
(MIDES, 2007). TPU está dirigido a beneficiarios del PANES que volun-
tariamente quieran participar; mayores de 18 años, desocupados y titula-
res del ingreso ciudadano (MIDES, 2007). De este modo, el objetivo cen-
tral del programa radica en 

“contribuir al fortalecimiento ciudadano y a la mejora de la calidad de vida
de los protagonistas del PANES mediante una experiencia sociolaboral que
amplíe oportunidades educativas y promueva el desarrollo de estrategias
personales y sociales para la construcción de rutas de salida, priorizando al
trabajo como herramienta de inclusión social.” (MIDES, 2007) 

Junto con esta política, encontramos también “Rutas de Salida”, para la
educación ciudadana, y el “Programa de Apoyo a los Sin Techo” (PAST),
que coordina una red de refugios para personas en situación de calle;
“Uruguay Clasifica”, para clasificadores de basura; y “Mejoramiento del
Hábitat”, que brinda apoyo para la construcción de viviendas, entre otros. 
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PANES

Si bien el Uruguay destinó buena parte de su presupuesto a políticas so-
ciales durante la década del noventa, sus resultados han sido magros. Esto
se debe principalmente al bajo grado de integralidad con el que se aplica-
ron sus políticas, y a los problemas de cobertura sobre la población más
vulnerable del país. Un primer esfuerzo por superar esta situación es la
creación del Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) en el año 2005,
desde donde se ha intentado profundizar en la coordinación de los pro-
gramas sociales y reforzar la cobertura de determinadas prestaciones (mo-
netarias, etc.) sobre la población más pobre del país. La principal política
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6 Un dato interesante es que 5 642 de los beneficiarios de este programa recibieron tratamiento
bucal (extracción, arreglos y prótesis) como una forma de aumentar sus posibilidades de reinser-
ción en el mercado laboral (MIDES, 2007). 

Para la inscripción en el programa, los beneficiarios deberán cumplir
con los siguientes requisitos: (1) Sus hijos en edad escolar deben ser
alumnos regulares. (2) Sus hijos deben cumplir con el calendario de
vacunación obligatorio. (3) Realizar contraprestaciones (actividades
comunitarias, de capacitación o micro productivas), para las cuales
deberán tener una dedicación horaria diaria no inferior a 4 horas ni
superior a 6.

2 Millones de jefes o jefas de familia fue el tope máximo en 2002

El programa es manejado por las municipalidades con fondos del
gobierno central. No existe un monitoreo fiable dado que el número
de participantes creció de 20 131 en enero de 2002, a un millón en
mayo, y a 1,85 millones para diciembre del mismo año. La evolución
fue realizada ex post con datos de la encuesta de hogares. 

El programa ha atenuado la caída del ingreso como una consecuencia
de la crisis y la devaluación del peso argentino. El programa absorbió
no sólo jefes y jefas de familia desempleada, sino también inactiva. Se
estima que el 29% de los beneficiarios hubiera estado desempleado sin
la existencia del programa y que el 23% hubiera permanecido inactivo

Se estima que el programa fue efectivo en proteger a jefes y jefas de
familias en situación de pobreza extrema. Sin el programa, la indigen-
cia hubiera aumentado un 10%.

En el año 2003, representó el 1% del PBI.

Condicionalidad

Cobertura

Monitoreo y evolución

Evaluación de resultados

Resultados en el bienestar

Costo

Fuente: Elaboración propia, basándose en datos de: Barrientos y Holmes, 2006;
Banco Mundial, 2002; Reinecke, 2005; Galasso y Ravallion, 2003; Golbert, 2004.
Tomado de Pérez Muñoz, 2006b



Ventajas y desventajas atribuidas a los programas de workfare

Los estudios disponibles sobre el desempeño de los programas de empleo
directo implementados en todo el continente durante los últimos años,
muestran que su impacto directo sobre los promedios de desempleo y
sobre el ingreso de los beneficiarios es, en la mayoría de los casos, relati-
vamente bajo (Reinecke, 2005:163). Sin embargo, en algunos casos estos
programas han ayudado a bajar los niveles de desempleo y pobreza, gene-
rando efectos positivos indirectos que son más difíciles de medir, tal como
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(1) Garantizar la cobertura de las necesidades básicas a las personas
más vulnerables y frenar así el riesgo de empobrecimiento agudo que
sufre la sociedad uruguaya. (2) Construir, de manera colectiva y par-
ticipativa, las rutas de salida de la indigencia y la pobreza, en el
marco de un proceso efectivo de integración social. (3) Generar las
condiciones y estructura de oportunidades para el más pleno ejerci-
cio de los derechos sociales.

Familias en extrema pobreza reciben aproximadamente US$ 55 por
mes. Las familias participantes de “Trabajo por Uruguay”, reciben
aproximadamente US$ 110. A esto se deben sumar las transferencias
in kind: alimentos, atención médica, etc.

Todos los habitantes del territorio nacional que se encuentren en
situación de indigencia (entendiendo por esto a todos aquellos indi-
viduos que no pueden cubrir su alimentación diaria de manera satis-
factoria). 

Las condiciones varían de acuerdo al programa en cuestión. Por ejem-
plo, los beneficiarios del Ingreso Ciudadano deben comprometerse a
alcanzar ciertos logros mínimos en materia educativa y sanitaria. 

(1) “Ingreso Ciudadano”: 58 932 hogares incorporados. (2) “Trabajo
por Uruguay”: 2 820 hogares incorporados. (3) “Rutas de Salida”:
3 675 hogares incorporados. (Datos de diciembre, 2005).

Aún no existen resultados disponibles. 

Aún no existen resultados disponibles. 

Aún no existen resultados disponibles.

Objetivo del programa

Transferencias y beneficios

Focalización

Condicionalidad

Cobertura

Monitoreo y evolución

Evaluación de resultados

Resultados en el bienestar

Elaboración propia, basándose en datos de: Ministerio de Desarrollo Social, 2007; 
Arím y Vigorito, 2006; Courtousie y Da Costa, 2005. Tomado de Pérez Muñoz, 2006b.

La ejecución de todos los componentes descritos se lleva a cabo de forma
descentralizada por diversas organizaciones de carácter no gubernamen-
tal, distribuidas en diferentes sectores del país.

Asimismo, es importante tomar en cuenta que la medida del PANES
con mayor repercusión mediática y que mayores recursos reserva, es la del
“Ingreso Ciudadano” (IC), una transferencia económica de carácter con-
dicional, destinada primariamente a jefas y jefes de hogar que se encuen-
tran bajo la línea de indigencia. El receptor del IC debe asumir una serie
de compromisos, como la realización de controles médicos periódicos del
núcleo familiar, asegurar la permanencia de los menores en el sistema
educativo y la realización de actividades de tipo comunitario. 

Vale señalar que ya está previsto que, a partir del año 2008, el PANES
dará lugar a un “Plan de Equidad”. Mediante este nuevo plan, el gobier-
no pretende suplantar las medidas de emergencia social por programas
redistributivos más duraderos. Entre ellos, el programa de “asignaciones
familiares” que duplicaría la cobertura y triplicaría el valor de las presta-
ciones que el Estado asigna a los hogares con niños pobres a cargo. 

Cuadro No. 2 - Características principales del Plan de Atención Nacional 
a la Emergencia Social (PANES)

Programa focalizado y condicional integrado para los sectores más
vulnerables.

Ministerio de Desarrollo Social, Banco Interamericano de Desarrollo.

2005

Programas principales del PANES: (1) “Ingreso ciudadano”. Consiste
en una transferencia monetaria condicional (aproximadamente US$
55 o 1 415 pesos uruguayos por mes y por hogar) dirigida a jefas y
jefes de hogar, donde el beneficiario asume ciertas responsabilidades:
a) realizar los controles médicos del núcleo familiar; b) asegurar la
permanencia de niños, niñas y adolescentes en el sistema educativo; y
c) la realización de actividades comunitarias en la construcción de las
rutas de salida. (2) “Plan de emergencia sanitaria”. Un programa que
garantiza la cobertura de atención a la salud de los beneficiarios del
PANES. (3) “El Plan Alimentario Nacional”. Programa de apoyo ali-
mentario (transferencia de alimentos) para los hogares beneficiarios
del PANES. (4) “Programa Trabajo por Uruguay”. Este es un plan de
trabajo tipo workfare. 

Tipo de programa

Agencias involucradas

Año de comienzo

Descripción del
programa



efectos perniciosos de la dependencia. A pesar de esto, los detractores de
las políticas workfare han cuestionado duramente las posibilidades y efec-
tos reales que este tipo de políticas puede tener para sus beneficiarios
(Moss y McKinnon, 2004: 239). 

El cuadro 3 resume algunos de los atributos positivos y negativos,
generalmente atribuidos a las políticas de workfare. 
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los incentivos, afectando el consumo de bienes de los beneficiarios. Por
esta razón, se ha sostenido que los programas de empleo directo constitu-
yen un mecanismo válido, especialmente en casos de emergencias sociales
(Reinecke, 2005: 163).

Sin embargo, cabe preguntarse si estos resultados no podrían haber
sido obtenidos mediante otro tipo de programas que no involucrasen
contraprestaciones y, por ende, obligaciones a sus beneficiarios. Dicho de
otro modo, ¿por qué conviene o es más deseable promover programas de
empleo transitorio y no impulsar una política de ingresos sin la presencia
de obligaciones? Estas interrogantes parecen desembocar en una respues-
ta constantemente utilizada por estos días: porque es “deseable” y “conve-
niente” que aquellos que exijan asistencia del Estado y, por ende, de sus
conciudadanos, tengan el deber de realizar ciertas contraprestaciones por
los beneficios recibidos. Pero mientras los defensores de este tipo de polí-
ticas cargan sus fundamentaciones apelando a ideas como la de “respon-
sabilidad individual”, “merecimiento”, “reciprocidad” y “deber cívico”,
sus detractores fundan su rechazo apelando a conceptos de “derechos” y
“responsabilidad colectiva”, entre otros. De este modo, entran en juego al-
gunos dilemas normativos mayúsculos. ¿Tienen derecho a reclamar ayuda
del Estado aquellas personas desocupadas pero potencialmente capaces de
trabajar? O bien, ¿es justo que aquellos ciudadanos que se encuentran
fuera del mercado laboral reclamen ayuda de aquellos que sí trabajan?
(Attas y De-Shalit, 2004: 309). Cualquiera sea la respuesta a estas pregun-
tas, es ineludible que la solución añade dificultades serias a los debates
sobre workfare7. Generalmente se afirma que las contraprestaciones y los
requerimientos laborales sirven para generar hábitos de trabajo, mejorar
las habilidades y capacidades de sus beneficiarios, inculcar el valor del
“trabajo ético”, incrementar la autoestima de sus participantes, y evitar los
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Cuadro 3.

Elaborado basándose en: Anderson, 2004; Attas y De-Shalit, 2004; Goodin, 2004; Handler, 2005; 
King, 2005; Mead, 1997, 2005; Pateman, 2005; Pérez Muñoz y Rey, 2007; 
Standing, 2002; White, 2003, 2004.

Efectos positivos atribuidos a las políticas de workfare

• Como medida efectiva para reducir la pobreza
• Como respuesta a los problemas de desempleo
• Como medida para moderar la inflación de los salarios
• Como medida para reducir los niveles de informalidad en la economía
• Como medida para reducir los costos de las políticas sociales
• Como medida para aumentar legitimidad a las transferencias sociales
• Como medida para promover la reciprocidad social (derechos y deberes)
• Como programa promotor de una ciudadanía integrada
• Como medida de combate contra la dependencia de algunos individuos a las ayudas estatales
• Como medida para reestablecer el trabajo ético (cultivar disciplina de trabajo)
• Como medida para ganar en equidad respecto a los viejos sistemas asistenciales
• Como medida para desarrollar habilidades y capacitar a los beneficiarios
• Incrementa el autoestima de los beneficiarios

Efectos negativos atribuidos a las políticas de workfare

• Estigmatiza a los pobres y erosiona sus derechos a la seguridad del ingreso
• Es una política social coercitiva que no respeta los derechos de los ciudadanos
• Es una política social discrecional. Un ejercicio de poder impropio para los oficiales públicos
• Asigna una distribución injusta de las bases sociales del autorespeto
• No reconoce visiones diferentes de lo que es trabajar, de las que admite el mercado
• Genera una indeseable distinción entre ciudadanos, lo cual puede dañar cualquier tipo de

compromisos con la igualdad política y la democracia
• Genera problemas de “reproducción social” 

7 Es importante tener en cuenta que las políticas de workfare se fundamentan en tres elementos.
En primer lugar, se establece la obligación real y efectiva de trabajar, considerando al empleo
como el único medio adecuado de integración social, sean cuales fueren sus características. En
segundo lugar, no se aceptan visiones diferentes de lo que significa trabajar, de aquellas que
admita el mercado; es decir, el trabajo es únicamente aquello que la economía considera como
tal: se da una identidad entre trabajo y empleo, y no son aceptables programas de empleo públi-
co. Por último, el trabajo se considera un deber derivado de la pertenencia a la sociedad; ésta no
está obligada a nada, si no se cumple tal deber (Pérez Muñoz y Rey, 2007:95). 



“los programas asistenciales ya no son tanto medios de ejercer la caridad
con los pobres como una justa compensación que se paga a las víctimas
de nuestro sistema económico en la medida en que el desempleo y el resto
de nosotros nos beneficiamos de las estructuras económicas que causan el
desempleo de esas personas, somos ricos porque ellos son pobres, y vice-
versa. Desde ese punto de vista, cualquier ayuda asistencial que les demos
se corresponde más con el pago de una deuda que con una obra benéfi-
ca” (Goodin, 2000: 200-201) 

Del mismo modo, se debe tomar en cuenta que los países en vías de desa-
rrollo presentan mercados de empleo menos dinámicos que los países desa-
rrollados, con tendencias estructurales a la informalización y la precariedad
(OIT, 2006). Diseñar programas sociales, bajo el supuesto de que estos mer-
cados podrán ser ejes de incorporación de ciudadanía estables y sólidos,
puede ser una decisión tomada sobre un escenario excesivamente optimista.

Siguiendo esta misma línea, es importante notar que, por sus caracte-
rísticas, estos programas excluyen a considerables sectores de la población
desocupada y pobre. Por ello, cualquier intento por reducir estos proble-
mas estructurales de exclusión, pobreza y desempleo, necesitará de algo
más que medidas focalizadas en los sectores más desaventajados8. 

Finalmente, vale señalar la importancia de conocer los efectos que
estos planes han provocado sobre sus beneficiarios y no beneficiarios. Para
los primeros, es necesario dilucidar en qué medida fueron efectivos los
dispositivos de capacitación destinados a mejorar las capacidades y habi-
lidades para su reincorporación al mercado formal de empleo (dato que
sólo se podrá dilucidar en el mediano plazo). 

Por todo esto, quizás la principal conjetura que se puede sacar de este
análisis reside en la necesidad que tenemos de pensar seriamente en el
modelo de política redistributiva que queremos para nuestros países.
Existen buenas razones para rechazar estos formatos de emergencia, como
planes válidos para atacar nuestros problemas estructurales. Pero, para lle-
var adelante medidas redistributivas más justas y eficientes, necesitaremos
mucho más que conjeturas. 
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Algunas conjeturas

Más allá de sus numerosos problemas, se puede decir que los programas
de emergencia implementados en Argentina y en Uruguay, durante los
últimos años, cumplieron con sus objetivos más inmediatos. Ambos
inyectaron ingresos en los hogares más necesitados y evidenciaron cierta
preocupación de los respectivos gobiernos por los más desaventajados.
Sin embargo, la implementación de políticas del tipo workfare, en ambos
casos, debe prestar mayor cuidado sobre el impacto de estas medidas en
la vida de sus beneficiarios. Este tipo de iniciativas pueden ser adecuadas
para atender casos de emergencia social, pero dudosamente pueden serlo
para resolver problemas estructurales. Para empezar, no resulta claro que
a través de este tipo de arreglos institucionales se puedan mejorar los
niveles de inclusión social. Más aún, hoy en día no resulta claro que la
inclusión pueda alcanzarse mediante el mercado laboral. Como han se-
ñalado recientemente Corina Rodríguez y Fernanda Reyes, en el caso de
PJJHD, “el empleo es concebido como el eje de la inclusión social”, con-
siderando al trabajo como sinónimo de empleo. Así, el trabajo remune-
rado aparece como la vía “legítima” que tienen los ciudadanos para ad-
quirir los recursos necesarios con el fin de llevar adelante sus vidas. Esta
concepción restringida de la idea de trabajo excluye todas aquellas acti-
vidades con claro valor social que no adoptan la forma mercantil (Ro-
dríguez y Reyes, 2006:7). Asimismo, esta idea se basa en el supuesto
fuerte de que el actual modelo de acumulación económica es capaz de
generar una cantidad suficiente de puestos de empleo, y “que los puestos
de empleo a generar tendrán las características que lo transforman en un
vehículo efectivo de inclusión social, distribución de derechos y amplia-
ción de oportunidades de vida” (Rodríguez y Reyes, 2006:8). A pesar de
esto, decir a las personas que consigan trabajo (y que se responsabilicen
de su propio bienestar) puede ser adecuado siempre y cuando existan
suficientes empleos. Sin embargo, en las economías actuales esto no fun-
ciona de ese modo. Por ello, cuando no existen suficientes empleos, no
parece justo culpar a aquellos que no pueden ganarse la vida en el mer-
cado laboral. Por el contrario, 
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8 Es justo mencionar que en Uruguay se está comenzando a delinear un “Plan de Equidad” que
se presenta como un plan redistributivo, no de emergencia, en principio dirigido a alrededor del
50% de los niños (por tanto, hogares pobres). 
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Resumen 

El trabajo se concentra en aquellos hogares con jefe varón, cónyuge
mujer, y analiza las variaciones de los ingresos en dos períodos de recupe-
ración económica (1996-1998 y 2004-2006). Identifica tres grupos: los
hogares que permanecieron pobres, los que alguna vez fueron pobres y los
hogares que nunca fueron pobres. El análisis intenta explicar el compor-
tamiento de los ingresos a través de las variaciones en el empleo y el ingre-
so de jefes y cónyuges en cada período. 
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